
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

V PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE Y TRANSITORIAS 

ACUERDO PLENARIO N° 6-2009/CJ-116 

    FUNDAMENTO: ARTÍCULO 116° TUO LOPJ 

ASUNTO: CONTROL DE LA ACUSACIÓN FISCAL 

Lima, trece de noviembre de dos mil nueve.- 

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y 

Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 

Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente: 

ACUERDO PLENARIO 

I. ANTECEDENTES

1°. Las Salas Permanente y Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, con la autorización del Presidente del Poder Judicial, mediante Resolución 

Administrativa número 221-2009-P-PJ, del 5 de agosto de 2009, con el apoyo del 

Centro de Investigaciones Judiciales, acordaron realizar el V Pleno Jurisdiccional de los 

Jueces Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del Texto 

Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial –en adelante, LOPJ-, y dictar 

Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal. 

2°. Para estos efectos se realizaron varios encuentros previos con los Secretarios, 

Relatores y Secretarios de Confianza de las Salas de lo Penal de la Corte Suprema de 

Justicia y tres reuniones preparatorias sucesivas con los señores Jueces Supremos de lo 

Penal a fin de delimitar el ámbito de las materias que debían abordarse, luego de una 

previa revisión de los asuntos jurisdiccionales a su cargo y de una atenta valoración de 

las preocupaciones de la judicatura nacional. Con el concurso de la Secretaría Técnica, 

luego de los debates correspondientes, se estableció el día de la fecha para la realización 

del V Pleno Jurisdiccional Penal, aprobado por Resolución Administrativa número 286-

2009-P-PJ, del 12 de octubre de 2009, y se definieron los temas, de derecho penal y 

procesal penal, que integrarían el objeto de los Acuerdos Plenarios. De igual manera se 

designó a los señores Jueces Supremos encargados de preparar las bases de la discusión 

de cada punto sometido a deliberación y de elaborar el proyecto de decisión. Además, se 

estableció que el Juez Supremo designado sería el ponente del tema respectivo en la 

sesión plenaria y encargado de redactar el Acuerdo Plenario correspondiente. 

3°. En el presente caso, el Pleno decidió tomar como referencia las distintas 

resoluciones de los Tribunales Superiores y Ejecutorias Supremas que analizan y 

deciden sobre el control de la acusación escrita del Ministerio Público, tanto en el 
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antiguo Código de Procedimientos Penales –en adelante, ACPP- como en el nuevo 

Código Procesal Penal –en adelante, NCPP-. En especial, la definición e identificación 

de los elementos que integran la acusación, el alcance de las facultades del órgano 

jurisdiccional ante los posibles defectos de la acusación, la oportunidad para hacerlo, la 

potestad ex officio de control y los distintos problemas que enfrentan el juez y las partes 

para definir la corrección de la acusación como presupuesto del juicio oral. 

4°. En cumplimiento de lo debatido y acordado en las reuniones preparatorias se 

determinó que en la sesión plenaria se procedería conforme a lo dispuesto en el artículo 

116° de la LOPJ, que, en esencia, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial 

dictar Acuerdos Plenarios con la finalidad de concordar jurisprudencia de su 

especialidad. En atención a la complejidad y singulares características del tema 

abordado, que rebasa los aspectos tratados en las diversas Ejecutorias Supremas  que se 

invocaron como base de la discusión, se decidió redactar el presente Acuerdo Plenario e 

incorporar con la amplitud necesaria los fundamentos jurídicos correspondientes para 

configurar una doctrina legal que responda a las preocupaciones anteriormente 

expuestas. Asimismo, se resolvió decretar su carácter de precedente vinculante, en 

concordancia con la función de unificación jurisprudencial que le corresponde a la Corte 

Suprema de Justicia como cabeza y máxima instancia jurisdiccional del Poder Judicial. 

5°. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del debate y 

en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente Acuerdo 

Plenario. Se ratificó como ponente al señor SAN MARTÍN CASTRO, quien expresa el 

parecer del Pleno. 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

§ 1. La acusación fiscal. Alcances jurídico procesales.

6°. La acusación fiscal es un acto de postulación del Ministerio Público que promueve 

en régimen de monopolio en los delitos sujetos a persecución pública (artículos 159°.5 

de la Constitución, 1° y 92° de la Ley Orgánica del Ministerio Público –en adelante, 

LOMP, 219° ACPP y 1°, 60° y 344°.1 NCPP). Mediante la acusación la Fiscalía 

fundamenta y deduce la pretensión penal; esto es, la petición fundamentada dirigida al 

órgano jurisdiccional para que imponga una sanción penal a una persona por la 

comisión de un hecho punible que se afirma que ha cometido. La Fiscalía, como se 

sabe, en virtud del principio de legalidad u obligatoriedad, está obligada a acusar 

cuando las investigaciones ofrecen base suficiente sobre la comisión del hecho punible 

atribuido al imputado (expresamente, artículo 344°.1 NCPP). 

La acusación fiscal debe cumplir determinados requisitos que condicionan su validez, y 

que corresponde controlar al órgano jurisdiccional. Con independencia de los 

presupuestos procesales, cuya ausencia impide al órgano jurisdiccional entrar a 

examinar el fondo de la pretensión, la acusación fiscal debe expresar, de un lado, la 

legitimación activa del fiscal como tal –cuya intervención sólo es posible en los delitos 

de persecución pública- y la legitimación pasiva del acusado, quien desde el Derecho 

penal debe tratarse no sólo de una persona física viva sino que ha debido ser 

comprendido como imputado en la etapa de instrucción o investigación preparatoria y, 
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por ende, estar debidamente individualizado. De otro lado, desde la perspectiva 

objetiva, la acusación fiscal ha de respetar acabadamente los requisitos objetivos 

referidos a la causa de pedir: fundamentación fáctica y fundamentación jurídica, y al 

petitum o petición de una concreta sanción penal.  

Por otro lado, la acusación fiscal, ante la acumulación del proceso civil al proceso penal 

(artículo 92° del Código Penal, -en adelante, CP-), también importa la introducción de 

la pretensión civil, basada en los daños y perjuicios generados por la comisión de un 

acto ilícito. En función a su característica singular, la acusación fiscal ha de señalar 

tanto la cantidad en que se aprecien los daños y perjuicios en la esfera patrimonial del 

perjudicado causados por el delito o la cosa que haya de ser restituida, como la persona 

o personas que aparezcan responsables –que han debido ser identificadas en una

resolución judicial dictada en la etapa de instrucción o investigación preparatoria- y el

hecho en virtud del cual hubieren contraído esa responsabilidad.

7°.  Los artículos 225° ACPP, 349° NCPP y 92°.4 de la Ley Orgánica del Ministerio 

Público identifican el contenido de la acusación fiscal y condicionan su eficacia 

procesal. La característica común de las normas citadas, desde una perspectiva 

subjetiva, es la necesidad de una identificación exhaustiva del imputado, quien ha de 

haber ser sido comprendido como tal mediante una acto de imputación en sede de 

investigación preparatoria o instrucción –fiscal o judicial, según se trate del NCPP o del 

ACPP, respectivamente-. Desde la perspectiva objetiva, la acusación debe mencionar 

acabadamente la fundamentación fáctica, indicar con todo rigor el título de condena y 

concretar una petición determinada, así como el ofrecimiento de medios de prueba.  

Formalmente, además de su carácter escrito, la acusación debe describir de modo 

preciso, concreto y claro los hechos atribuidos al imputado o a la persona a la que se la 

atribuye responsabilidad civil, con mención fundamentada del resultado de las 

investigaciones. Desde el Derecho penal, los hechos que la fundamentan deben ser los 

que fluyen de la etapa de investigación preparatoria o instrucción. Se exige una relación 

circunstanciada, temporal y espacial, de las acciones u omisiones dolosas o culposas 

penadas por la ley, que han de constituir el objeto del juicio oral. Esta descripción ha de 

incluir, por su necesaria relevancia jurídico - penal, las circunstancias modificativas de 

la responsabilidad penal. 

8°. La acusación debe incluir un título de imputación determinado, es decir, una 

calificación, siempre provisional, del hecho punible objeto de investigación preparatoria 

o instrucción. Éste comprende la precisión de los elementos legales del hecho punible,

la indicación de la ley penal correspondiente con las normas que correspondan, referidas

a la tipicidad objetiva y subjetiva, al grado del delito, a la forma de autoría o de

participación.

Lo expuesto en el auto de apertura de instrucción o en la disposición de formalización y

continuación de la investigación preparatoria –según se trate del ACPP o del NCPP,

respectivamente-, respecto del fundamento jurídico, tiene un carácter relativo: lo que

interesa, sin perjuicio de la identificación del imputado, es la definición de los hechos

que han sido objeto de investigación, y que no se altere la actividad: identidad, por lo

menos parcial, de los actos de ejecución delictiva y la homogeneidad del bien jurídico

tutelado. Lo expuesto no hace sino ratificar que ambas decisiones –judicial una y fiscal

otra- determinan la legitimación pasiva y se convierten en el requisito previo de la
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acusación, con lo que evitan las acusaciones sorpresivas y robustecen el derecho de todo 

ciudadano al conocimiento previo de la acusación; derecho último, que integra la 

garantía de defensa procesal, y que no implica convertir el auto de apertura de 

instrucción o la disposición de formalización y continuación de la investigación 

preparatoria en un escrito de acusación.  

Una regla expresa sobre esa vinculación relativa del fundamento jurídico de la causa de 

pedir se encuentra en el artículo 349°.2 NCPP, que incluso autoriza un cambio en la 

calificación jurídica, siempre –claro está- con pleno respeto del principio acusatorio, 

que exige en este nivel, de un lado, identidad esencial –es decir, total o parcial- entre los 

hechos de ejecución delictiva investigados y acusados, y, de otro lado, respeto de la 

homogeneidad del bien jurídico protegido por el ordenamiento sustantivo. En tanto se 

trata de un acto de postulación, que es objeto de conocimiento del acusado y respecto 

del cual se iniciará el juicio oral, no es de recibo sostener que tal proceder del fiscal 

vulnera el principio de contradicción o lesiona la garantía de defensa procesal. 

§ 2. El control de la acusación en el ACPP.

9°. Como todo acto postulatorio, más aún cuando constituye la base y el límite del juicio 

oral, la acusación fiscal, en cuanto debe cumplir determinados requisitos subjetivos y 

objetivos legalmente previstos, está sujeta al control jurisdiccional, incluso de oficio, 

imprescindible para evitar nulidad de actuaciones. El marco del control, sin embargo, 

sólo debe incidir en aquellos aspectos circunscriptos a los juicios de admisibilidad y 

procedencia, sin que sea dable realizar análisis probatorio alguno ni emitir 

pronunciamientos sobre el fondo, salvo expresa autorización legal y en la medida de que 

no genere indefensión material en perjuicio del acusador. 

El control, como corresponde, debe realizarse sin mengua del principio de contradicción 

y de la garantía de tutela jurisdiccional. En consecuencia, interpretando en clave 

constitucional el artículo 229° ACPP, será menester que previamente a la calificación 

judicial de la acusación fiscal se corra traslado por un plazo judicial –definido en 

función a las características y complejidad de la causa- a las demás partes. 

10°. Vencido el plazo establecido, con la contestación o no de las partes, el órgano 

jurisdiccional analizará, en primer lugar, el cumplimiento de los requisitos legales de la 

acusación. Es decir, si ha cumplido con lo dispuesto en el artículo 225° ACPP. El Fiscal 

ha de desarrollar en su escrito de acusación los extremos señalados en el párrafo 7°. Su 

ausencia y, en especial, cuando el Tribunal entendiera, indistintamente, (i) que el 

petitorio o petitum sea incompleto o impreciso, (ii) que el fundamento de hecho o relato 

de los hechos fuere insuficiente –no circunstanciado-, vago, oscuro o desordenado, o 

(iii) que la tipificación no se defina en debida forma ni mencione el conjunto de

circunstancias de la responsabilidad penal necesarias para la debida individualización,

fáctica y jurídica del hecho acusado, deberá devolver mediante resolución motivada e

irrecurrible –tal decisión no está prevista en el artículo 292° ACPP- las actuaciones al

Fiscal acusador para que se pronuncie sobre el particular y, en su mérito, proceda a

subsanar –si correspondiere- las observaciones resaltadas judicialmente.

11°. El alcance del control de la acusación también puede comprender aquellos ámbitos 

o instituciones procesales que el ACPP autoriza al juez su control o ejercicio de oficio.
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Se trata de los presupuestos procesales, referidas al órgano jurisdiccional -la jurisdicción 

y competencia penales- y a la causa -excepciones procesales-. Desde luego, el órgano 

jurisdiccional puede instar de oficio el trámite para su decisión, pero antes debe 

conceder a las partes la oportunidad para que se pronuncien al respecto. Resolver de 

oficio no significa hacerlo sorpresivamente, sino propiciar judicialmente su discusión 

para su ulterior decisión. 

Toda otra intervención del Tribunal que limite el ejercicio de la acusación e impida el 

inicio del juicio oral, en función a las características limitadas de la etapa intermedia en 

el ACPP, no está legalmente permitida. 

§ 3. El control de la acusación en el NCPP.

12°. La etapa intermedia en el NCPP se afilia al sistema legal de la obligatoriedad del 

control del requerimiento fiscal. El Juez de la Investigación Preparatoria es el encargado 

de realizar el control de legalidad de la acusación fiscal, esto es, verificar la 

concurrencia de los presupuestos legales que autorizan la acusación fiscal –ese, y no 

otro, es su ámbito funcional-. 

El procedimiento de la etapa intermedia consta de dos fases: oral y escrita. Las distintas 

posibilidades que tiene el Juez de la Investigación Preparatoria frente a la acusación 

fiscal, según los artículos 350°/352° NCPP, pueden concretarse luego del trámite de 

traslado a las demás partes –nunca antes- (fase escrita) y de la realización de la 

audiencia preliminar (fase oral, que plasma la vigencia calificada de los principios de 

oralidad y concentración). El Juez decide luego de escuchar a las todas las partes 

procesales, nunca antes. 

13°. El artículo 350°.1 NCPP autoriza a las partes proponer motivadamente ocho 

cuestiones o mociones específicas. Ahora bien, el control formal de la acusación fiscal, 

que incluso puede promoverse de oficio por el Juez de la Investigación Preparatoria –la 

revisión del cumplimiento de los requisitos legales de un acto procesal trascendente y la 

validez de la serie procesal constituye una facultad judicial inherente a la potestad 

jurisdiccional, enraizada en garantía misma de tutela jurisdiccional efectiva-, está 

contemplado en el literal a) del citado apartado 1) del artículo 350° NCPP. Éste 

comprende los supuestos descritos en el párrafo 9° en relación con el artículo 349° 

NCPP. Los defectos denunciados, en caso que se acojan, requerirán, conforme al 

artículo 352°.2 NCPP, una decisión inmediata de devolución de las actuaciones al 

Fiscal, con la necesaria suspensión de la audiencia, siempre que se requiera de “…un 

nuevo análisis del Ministerio Público”. 

14°. El control sustancial de la acusación está en función al mérito mismo del acto 

postulatorio del Fiscal. Negar la validez de la acusación y la consecuente procedencia 

del juicio oral –con independencia de la aplicación de un criterio de oportunidad, 

circunscripto a los supuestos del artículo 2° NCPP, y de la deducción de excepciones- 

sólo es posible si se presentan los requisitos que permiten el sobreseimiento de la causa, 

los que están taxativamente contemplados en el artículo 344°.2 NCPP. 

Este control, por imperio del artículo 352°.4 NCPP, puede ser realizado de oficio. Al 

Juez de la Investigación Preparatoria le corresponde decretarla, cuando la presencia de 
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los requisitos del sobreseimiento es patente o palmaria, no sin antes instar el 

pronunciamiento de las partes sobre el particular. 

15°. Por la propia naturaleza de ambos controles: formal y sustancial, no es posible 

ejercerlos conjuntamente, sino sucesivamente. El control formal es previo a toda 

posibilidad de análisis de mérito de la acusación. Es así que el artículo 352°.2 NCPP 

precisa que si se advierten defectos que importan el incumplimiento de los requisitos 

establecidos en el artículo 349°.1 NCPP –en una discusión que debe preceder al análisis 

de los demás aspectos que deben tratarse en la audiencia preliminar- lo pertinente es 

suspender la audiencia para su debida subsanación, luego de lo cual debe reanudarse. La 

decisión de formular observaciones a la acusación es una causal de suspensión de la 

audiencia, que será del caso instar sólo cuando el defecto detectado requiera de un 

nuevo análisis del Ministerio Público. De no corresponder la suspensión, siempre será 

del caso decidirla y proseguir con la audiencia para dar paso a la discusión de las demás 

observaciones. 

El control sustancial tiene lugar en un momento procesal distinto, luego de la 

subsanación de las observaciones de la acusación fiscal. Ésta comprende el examen de 

la concurrencia de cinco elementos necesarios para la viabilidad de la acusación 

respecto de los cargos objeto de investigación: elemento fáctico, elemento jurídico, 

elemento personal, presupuestos procesales vinculados a la vigencia de la acción penal 

y elementos de convicción suficientes (artículo 344°.1 NCPP). 

III. DECISIÓN

16°.  En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitorias de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, por unanimidad, 

y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único Ordenado de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial; 

ACORDARON: 

17°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 

jurídicos 6° al 15°. 

18°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 

mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judiciales, sin 

perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 

aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 116° 

del citado estatuto orgánico. 

19°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Hágase 

saber. 

Ss. 

GONZALES CAMPOS 
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SAN MARTÍN CASTRO 

LECAROS CORNEJO 

PRADO SALDARRIAGA 

RODRÍGUEZ TINEO 

VALDEZ ROCA 

BARRIENTOS PEÑA 

BIAGGI GÓMEZ 

MOLINA ORDOÑEZ 

BARRIOS ALVARADO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

BARANDIARÁN DEMPWOLF 

NEYRA FLORES 

CALDERÓN CASTILLO 

ZEVALLOS SOTO 
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EXPEDIENTE  : 00033-2020-22-5001-JR-PE-01 
JUEZ   : MARGARITA SALCEDO GUEVARA  
ESPECIALISTA  : DANAE A. MOSCOSO ACCILLIO  
ACUSADO  : MARTIN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO 
DELITO   : COHECHO PASIVO PROPIO 
AGRAVIADO : ESTADO  

 
RESOLUCIÓN N° 10 
Lima, 03 de octubre de 2023.- 
 
 

  AUTOS Y VISTO: Conforme al estado del Expediente, 
continuando con el trámite correspondiente al requerimiento de Acusación 
presentado por el Tercer Despacho de la Fiscalía Supraprovincial Corporativa 
Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios- Equipo Especial, y 
estando a la absolución de traslado por parte de los sujetos procesales, se 
procede a programar la audiencia correspondiente; y,  

ATENDIENDO: 

PRIMERO: El Representante del Ministerio Público INTERPONE 
REQUERIMIENTO MIXTO, el cual se detalla de la siguiente manera:  

A.- FORMULA SOBRESEIMIENTO:  
 
Procesado Delito materia de 

sobreseimiento 
Agraviado 

Martín Alberto Vizcarra 
Cornejo 

Colusión agravada y 
otros 

El Estado 

José Luis Nuñez 
Herrera 

Usurpación de 
funciones 

El Estado 

 
 
B.- FORMULA ACUSACIÓN:  
 
Procesado Delito materia de 

acusación 
Agraviado 

Martín Alberto Vizcarra 
Cornejo 

Cohecho Pasivo Propio 
Hecho 1 (Lomas de Ilo) 

El Estado 

Martín Alberto Vizcarra 
Cornejo 

Cohecho Pasivo Propio 
Hecho 2 (Hospital de 
Moquegua) 

El Estado 
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SEGUNDO:  

2.1. Habiéndose cumplido con la fase escrita de la etapa intermedia -la cual, 
luego de presentado el requerimiento acusatorio y mediante la 
presentación de mociones de los demás sujetos procesales se ha destinado 
a fijar el marco de la discusión que se realizará verbalmente en audiencia-, 
el estado del presente proceso es de citar para Audiencia Preliminar de 
Control de Acusación, bajo el entendido del principio de concentración, 
oralidad e inmediación de la fase oral de la etapa intermedia del proceso 
penal, tornándose la audiencia, en principio, de carácter inaplazable. 

2.2. En el extremo acusatorio, es pertinente señalar que el artículo 351°, 
numeral primero, deja claro que la audiencia preliminar, con el carácter de 
inaplazable, será dispuesta con la presencia obligatoria del fiscal, bajo 
apercibimiento en caso de inconcurrencia injustificada del fiscal de 
comunicarse al órgano de control correspondiente, y la presencia 
obligatoria de la parte defensora designada de los acusados, bajo 
apercibimiento en caso de su inconcurrencia injustificada de ser 
reemplazado por un abogado defensor público procediéndose conforme lo 
prescrito por artículo 85.1) del Código Procesal Penal, y por supuesto 
audiencia en que rige plenamente el principio de oralidad, 
desarrollándose la exposición del orden en correlato al: Fiscal, el actor civil 
y la defensa del acusado. 

2.3. Asimismo, por Resolución Administrativa N.° 000123-2020-P-CSJLI-PJ, se 
establece: Autorizar el uso de la Solución Empresarial Colaborativa 
denominada “Google Hangouts Meet, (aplicativo que deberá ser 
descargado en los teléfonos celulares a través de Play Store, o App Store), 
para las comunicaciones de abogados y litigantes con los jueces y/o 
administradores de los módulos básicos de justicia y módulos 
corporativos de las Cortes Superior de Justicia del País, por la emergencia 
sanitaria declarada en el País a consecuencia del brote del coronavirus 
(COVID 19), debiendo las entidades involucradas (Ministerio Publico, 
Policía Nacional, Defensoría Pública, entre otros);  y con carácter 
obligatorio, sus respectivas cuentas de correo electrónico institucional 
configurado en G-mail, y asimismo, se exigirá a los abogados particulares 
el señalamiento de su cuenta de correo electrónico en G-mail, así como su 
número de teléfono celular; 
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TERCERO.- De otro lado, se hace presente a las partes que los literales a) y g) 
del artículo 12 de la Ley Nº 29360 (Ley del Servicio de Defensa Pública) 
establece como deberes del Defensor Público mantener permanentemente 

informados a sus patrocinados sobre todas las circunstancias del proceso, de modo que 
los letrados deben gestionar las coordinaciones correspondientes para cumplir 
con el supuesto glosado, siendo, por tanto, su entera responsabilidad que los 
encausados tomen conocimiento de los actuados para su defensa material; 
incluso, pueden incoar mecanismos de cooperación con la Dirección General de 
Defensa Pública y la Dirección Distrital de cada distrito judicial, a fin de 
informar al patrocinado sobre las incidencias del proceso, como acertadamente 
lo reguló el artículo 5° y 7° Ley Nº 29360. Todo ello, guarda concordancia con el 
inciso 1 y 4 del artículo 127° del C.P.P. que establece si las partes tienen defensor, 

las notificaciones deberán ser dirigidas solamente a éstos, aplicable, además, a todos 
los abogados defensores insertos en la actual incidencia. 

CUARTO: Que, con Resolución Administrativa N° 000107-2023-CE-PJ, el 
Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, dispuso aprobar “medidas para el 
funcionamiento de los órganos jurisdiccionales y administrativos del Poder 
Judicial, para el periodo del 01 al 30 de abril de 2023”; asimismo facultó a los 
presidentes de las Cortes Superiores del país, en cuanto sea de su competencia, 
adoptar las acciones y medidas administrativas necesarias para el adecuado 
cumplimiento de la citada resolución. En ese contexto, la presidencia de la Corte 
Superior Nacional de Justicia Penal Especializada aprobó la Resolución 
Administrativa N.° 000171-2023-P-CSNJPE-PJ, de fecha 03 de abril de 2023, a 
fin de garantizar el acceso a la justicia de los usuarios judiciales, así como la 
tutela jurisdiccional efectiva de los mismos, disponiendo que las siguientes 
audiencias –en primera como en segunda instancia- se desarrollen de manera 
presencial: 

a) Prisión preventiva  
b) Prolongación de la prisión preventiva 
c) Impedimento de salida 
d) Detención domiciliaria 
e) Comparecencia con restricciones   

Asimismo, en referencia a los demás tipos de audiencias de los órganos 
jurisdiccionales de la CSN, estas se llevarán a cabo de manera virtual, que, 
deben ser observadas por los magistrados, personal jurisdiccional y 
administrativo de esta Superior Corte.  
 
QUINTO: En ese sentido debe tenerse presente que el artículo 6° del 
Reglamento General de Audiencias bajo las normas del Código Procesal Penal, 
prescribe que las audiencias serán conducidas por el órgano jurisdiccional 



 
 

 

CORTE SUPERIOR NACIONAL DE JUSTICIA PENAL ESPECIALIZADA 
QUINTO JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA NACIONAL 

 

P á g i n a  4 | 5 

 

competente. La dirección de las audiencias deberá garantizar que los sujetos 
procesales sean oídos y que sus posiciones sean sometidas, en igualdad de 
condiciones, a un debate contradictorio. 
 
Por lo expuesto, la señora Magistrada del Quinto Juzgado de Investigación 
Preparatoria Nacional, en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 
29° del Código Procesal Penal; estando conforme a la agenda, así como la 
disponibilidad de las Salas de Audiencias de los Juzgados de Investigación 
Preparatoria Nacional, SE RESUELVE: 

1. CITAR a las partes procesales a la AUDIENCIA VIRTUAL 
PRELIMINAR DE CONTROL DE REQUERIMIENTO MIXTO, 
conforme a la agenda del juzgado, para el día LUNES 30 DE OCTUBRE 
DE 2023 A LAS 10:00 HORAS (HORA EXACTA) la misma que se llevará 
a cabo por video conferencia y/o por el aplicativo Hangouts Google Meet, 
por lo que las partes procesales deberán ingresar a la misma a través del 
siguiente enlace: https://meet.google.com/mtw-pvxv-kgx?hs=224; bajo 
responsabilidad, declarándose la audiencia de carácter INAPLAZABLE. 
 

2. NOTIFÍQUESE al representante del MINISTERIO PÚBLICO para su 
concurrencia obligatoria mediante PLATAFORMA -Google Hangouts 
Meet-, bajo apercibimiento de ponerse en conocimiento de la Autoridad 
Nacional de Control del Ministerio Público, para que proceda conforme a 
sus atribuciones, en caso de verificarse su inasistencia injustificada. 

 
3. NOTIFÍQUESE a los abogados defensores de: 1) Martin Alberto Vizcarra 

Cornejo y 2) José Luis Núñez Herrera; bajo apercibimiento de ser 
subrogado por defensor público; haciéndose presente que la audiencia 
tiene carácter INAPLAZABLE. 
 

4. PRECISAR a las DEFENSAS TÉCNICAS que debe cumplir con poner a 
conocimiento de su patrocinado el Requerimiento Fiscal mixto a debatirse, 
así como también, sobre la concurrencia obligatoria a la Audiencia 
Virtual. 
 

5. OFÍCIESE al Coordinador de la Defensoría Pública a fin de que nombre 
abogados de oficio y asuma la defensa técnica de los procesados, de 
quienes no participen su abogados y se haga efectivo el apercibimiento; 
sin perjuicio de imponérsele la multa de 02 URP, correspondiente al 
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letrado patrocinante en caso de la no participación injustificada, y en caso 
de los Abogados defensores de oficios que han sido previamente 
designados el apercibimiento será de ser reemplazado por otro defensor 
público y de ponerse en conocimiento de la Dirección Nacional de la 
Defensoría Pública.  

 
6. ENCOMENDAR a los ASISTENTES JUDICIALES, realicen las llamadas 

telefónicas a los letrados, con la finalidad de comunicar la fecha de la 
audiencia y la recepción de la notificación con todos los recaudos. 

 
7. CORRER TRASLADO a los terceros civilmente incorporados mediante 

Resolución N.° 11 del 12 de setiembre de 2023 - Exp 33-2020-21 (OBRAS E 
INGENIERIA S.A- OBRAINSA, INGENIEROS CIVILES Y 
CONTRATISTAS GENERALES S.A.C – ICCGSA, ASTALDI S.A. Y 
INCOR CONTRATISTAS GENERALES S.A.C.) con el requerimiento 
acusatorio, por el plazo de 10 días. 
 

8. HÁGASE presente a las partes, que deberán comparecer a la 
PLATAFORMA -Google Hangouts Meet, QUINCE MINUTOS ANTES 
(15 minutos) de la hora señalada.    
 

9. NOTIFÍQUESE y OFÍCIESE oportunamente y con arreglo a ley.-  
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LISBETH NANCY RICALDE ZEVALLOS 

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

a, 19 de setiembre de 2018 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Lisbeth Nancy Ricalde 

Ze allos contra la resolución de fojas 266, de fecha 14 de octubre de 2016, expedida por 
1 , egunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Cusco, que 

de aró improcedente la demanda de habeas corpus de autos. 

FUNDAMENTOS 

1. En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario

oficial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
denegatoria, dictada sin más trámite, cuando concurra alguno de los siguientes
supuestos, que igualmente están contenidos en el artículo 11 del Reglamento
Normativo del Tribunal Constitucional, los cuales, a saber, se presentan cuando:

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque,
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial trascendencia

constitucional,

e) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional,

d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un recurso
carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un

asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de otro modo, y teniendo en cuenta lo precisado en el fundamento 50 de
la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PJ\/TC, una cuestión no reviste
especial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (1) si una futura
resolución del Tribunal Constitucional no soluciona algún conflicto de relevancia
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existe lesión que comprometa el derecho fundamental 
involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en la vía 
constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derecho 
constitucional invocado y no median razones subjetivas u objetivas que habiliten a 
este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo. 

4. En el caso de autos, el recurso de agravio constitucional no está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional, toda vez que si bien los
fundamentos de la demanda sustentan una presunta vulneración a los derechos
reclamados, los hechos cuestionados no inciden en un agravio al derecho a la libertad
personal en la medida que no determinan la restricción de la libertad personal de la
actora.

5. En efecto, la recurrente solicita que se declare la nulidad de la audiencia preliminar
de control de acusación en el proceso que se le sigue por la comisión del delito de
parricidio agravado (Expediente 56-2015-90-1001-JR-PE-03), que fue programada
para el 19 de agosto de 2016, a las 3 :30 pm, la cual fue reprogramada para el 26 de
agosto de 2016, a las 8 :00 am. Se alega la vulneración de los derechos a la tutela
jurisdiccional efectiva, al debido proceso y de defensa, y de los principios de
legalidad, contradicción, inmediación y publicidad.

6. La demandante sostiene que no se cumplieron los plazos establecidos para realizar
los descargos a la acusación fiscal, dado que la resolución 1, de fecha 27 de julio de
2016, que contenía la acusación fiscal le fue notificada el 11 de agosto de 2016 en el
establecimiento penitenciario donde se encuentra recluida, fecha desde de la cual
corrió el plazo de diez días hábiles para que absuelva el traslado del requerimiento de
acusación, el cual venció el 25 de agosto de 2016; sin embargo, antes de dicho
vencimiento se le notificó la resolución 3, de fecha 11 de agosto de 2016, para que
acuda a la audiencia de control de acusación. Además, cuestiona que no se haya
notificado el traslado de la acusación fiscal a su domicilio procesal. Agrega que se ha
excluido a su abogado defensor de la audiencia de fecha 26 de agosto de 20 l 6 sin
que exista resolución alguna debidamente motivada.

7. Sin embargo, el alegado incumplimiento del plazo para la absolución del
requerimiento de acusación fiscal, la audiencia preliminar de control de la acusación
y su reprogramación, y la falta de notificación de la acusación fiscal en el domicilio
procesal, no afectan de manera negativa, directa y concreta la libertad personal de la
recurrente, que es el derecho fundamental materia de tutela del habeas corpus. En
todo caso, de autos se advierte que la actora, a través de su abogado defensor,
absolvió el requerimiento acusatorio con fecha 23 de agosto de 2016 (97) y que la
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audiencia pública de control de acusación fue realizada el 31 de agosto de 2016, en
presencia de su abogado, quien de forma oral formuló observación al requerimiento
acusatorio, audiencia que fuc rcprogramada para el 9 de setiembre de 2016 (fojas
126). Por consiguiente, la demanda debe ser rechazada por falta de conexidad con el
derecho a la libertad personal, el cual constituye el derecho fundamental materia de
tutela del habeas corpus.

8. En este escenario, resulta opofiuno destacar que el hecho de que en el proceso penal
se haya dictado una medida restrictiva de la libertad individual no comporta, per se,
la procedencia del habeas corpus contra todo pronunciamiento judicial (o fiscal) que
pueda expedirse al interior del proceso, pues el hubeqs corpus se encuentra
habilitado contra los actos u omisiones que incidan de manera directa y ncgativa en
el derecho a la libertad individual o sus derechos conexos; es decir, que generen
agravio directo al derecho materia de tutela del habeas corpus (Expedientes 0183S-
2011-PHCiTC y 03670-2010-PHC/TC, entre otros), como 1o es, por ejemplo, que se

cuestione, la sentencia condenatoria, siempre que en ella se acuse la vulneración de
los derechos a la liberlad individual y se cumpla el requisito de firmeza exigido en
los procesos d,e habeas corpus contra resolución judicial.

9. En consecuencia, y de 1o expuesto en los fundamentos 2 aB supra, se verifica que cl
presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el acápite
b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-20l4-PA/TC y
en el inciso b) del arlículo 1 1 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le conliere la
Constitución Política del Peú, y el fundamento de voto del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, que se agrega,
RESUE,LVE

Deciarar IMPROCEDENTE el recurso dc agravio constitucional

Publíquese y notitiquese

SS

RAMOS NÚÑEZ
LEDESMANARVÁEZ
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA.

L

Lo quc c.raúflco:

(tLt.
HETEII s8 8-ñ O b 8d. Prrrrlir¡^t ffilmJc$r L
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL GISTRADO ESPINOSA-SALDANA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo resuello
necesario señalar lo siguiente:

por mis colegas. Sin embargo, considero

Coincido con el sentido de lo resuelto en tanto y en cuanto se entiende qLle el

supuesto acto lesivo y el mismo objeto det hábeas corpus se vincula con
situaciones con incidencia directa, concreta, negativa y sin justificación
razonablc a la libertad personal.

2. En ese sentido, sobre la necesidad de distinguir entre la libcrtad pcrsonal y la
libertad intlividual. Lo primero que habría que señalar en este punto es quc cs
que el hábeas corpus surge precisamente como un mecanismo de protección de
la libertad personal o fisica. En efecto, ya desde la Carta Magna inglesa ( l2l5),
e incluso desde sus antecedentes (vinculados con el interdicto De homine libero
exhibendo), el hábeas corpus tiene como finalidad la tutela de la libcrtad física;
es decir, se constituye como un mecanismo de tutela urgente frentc a
detenciones arbitrarias.

3. Si bien en nuestra historia cl hábeas corpus ha tenido un alcance diverso,
conviene tener en cuenta que. en lo que concicrnc a nucstra actual Constitucitin,
se eslablece expresamente en el inciso I del aftículo 200, qLle "Son garantías
constituc ionales: (.. .) l,a Acción de Hábeas Corpus, que procede ante el hecho u

omisión, por parte de cualquicr autoridad, funcionario o persona, c¡ue vulnera cr

amenaza la libertad intlividual o los derechos constitucionalcs conexos".
Asimismo. tenemos que en el literal a, inciso 24 del ar1ículo 2 también de la
Constitución sc cstablece que "-loda persona tiene derecho: (. .) A Ia Iibertad y
a la seguridad personales (...)" para h¿cer referencia luego a diversas lbrmas de

constreñimiento de la libcrtad.

4. Al respecto, vemos que la Constitución usa dos términos diferentcs cn torno a un
rnismo tema: "libertad personal" y "libertad individual". Por n.ri pafte, en
muchas ocasiones hc cxplicitado las diferencias existcntes entre las nociones de
libertad personal, que alude a la libertad física, y la libertctd indiviclual, que hace
referencia a la libertad o la autodeterminación en un sentido amplio. Sin
embargo, esta distinción conceptual no necesariamente ha sido la que ha tenido
en cuenta el constitu¡rente (cl cual, como ya se ha dicho también en anteriores
oporfunidades, en mérito a que sus definicioncs están inspiradas cn
consideraciones políticas, no sienrpre se pronuncia con la suficicntc rigurosidad
técn ico-j uríd ica, siendo una obligación del Tribunal emplear adecuadantente las
categorías corrcspond ientes). Siendo así, es preoiso esclarecer cuál o cuáles
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ámbitos de libertad son los finalmente protegidos a través del proceso de hábcas

corpus.

5. Lo expuesto es especialmente relevantc, pues el col-tstituyente no puede darle

dos sentidos distintos a un mismo concepto. Aquí, si se entiende el tema sin

cfcctuar mayores precisiones. puede llegarse a una situacion en la cual, cn basc a

una referencia a "libertad indivitlual", podemos terminar introduciendo materias

a ser vistas por hábeas oorpus que en puridad dcberían canalizarse por amparo.

Ello podría sobrecargar la dcnlanda del uso del hábeas corpus, proceso con una

estructura de mínima complejidad, precisamente para canalizar la tutcla
urgentísilna (si cabe el término) de ciertas pretensiones.

6. Lamentablemente, hasta hoy la jurisprudcncia del Tribunal Constitucional
tampoco ha sido clara al rcspccto. Y es que en diversas ocasiones ha partido de

un concepto estricto tle libertad petsonrtl (usando a veces inclusive cl nombre de

libertad individuul) como objeto protegido por el hábcas corpus, al establecer

que a través este proceso se protege hásicamente a la libertad e integridad
físicas, asi como sus expresiones materialmentc conexas. Asume asi, a mi
parecer, el criterio que se encuentra rccogido por el artículo 25 del Código
Procesal Constitucional, cl cual se reltere a los "derechos que, enunciativamente.
conforman la libertad ir-rdividual", para luego enumerar básicamente, con las

precisiones que consignaré luego, diversas posicioncs iusfundamentales

vinculadas con la libertad corporal o física. A csto volverelnos posteriormente.

7. En otros casos, el Tribunal Constitucional ha partido de un concepto amplísimo
de libertad personal (el cual parece es[ar relacionado con la idca de libertad
individual corno libertad de acción en sentido amplio). De este modo, ha

indicado que el hábeas corpus. dcbido a su sLlpuesta "evolución positiva,

.jurisprudencial, dogmática y doctrinaria". actualmente no tiene por objeto la

tutcla de la libertad personal como "libertad fisica", sino que este proceso se

habría transformado en "una verdadera vía de protección de Io quc podría

denominarse la esfbra sub.ietiva de libertad dc la persona humana,

correspondiente no sólo al equilibrio dc su n[rcleo psicosomático, sino también a

todos aquellos ámbitos dcl libre desarrollo de su personalidad que se encuentren

en relación directa con la salvaguarda del relerido equilibrio". Incluso se ha

sostenido que el hábeas corpus protege a la libertad individual, entendida con.ro

"la capacidad del individLro de hacer o no hacer todo lo que no esté lícitamente
prohibido" o tarnbién, supuestamente sobre Ia base de lo indicaclo en una

sentencia de la Corte Interamericana de l)erechos Hulnanos (caso Chaparuo
Álvarez y Lopo lñiguez t,:;. Ecuudor), que la tibcrtad protegida por el hábeas



*Oi
§dt+a¡w

TRIBUNAL CONST]TUCIONAL

LXP. N." 00569-20 1 7-PHC/TC
CUSCO
LISBETII NANCY RICALDE ZEVALLOS

corpus consiste en "el derecho de toda persona de organizar, con arreglo a la ley,
su vida individual y social conformc a sus propias opciones y convicciones".

8. En relación con la rel-erencia al caso (lhapctrro Álroru, y Lapo lñiguez t,s.

Ecuador, quiero precisar, que lo que en realidad la Corte indicó en dicho caso es

cuáf es el ámbito protegido el artículo 7 de la Convenci(rn al referirse a la
"libeftad y seguridad personales". Al respecto, indicó quc cl término "libertad
personal" alude exclus ivalltente a "los comportamicntos corporales clue
presuponen la presencia fisica del titular del derecho y que se exprcsan
normalmente en el movimiento flsico" (párr.53), y que esta libertad es diferente
de la libcrtad "cn sentido amplio", la cual "sería la capacidad de hacer y no hacer
todo lo que esté lícitamente perrnitido", cs dccir, "el derecho de toda persona de

organizar. con arreglo a la ley, su vida individual y social conformc a sus
propias opciones y convicciones" (párr. 52). La Corte alude en este útltimo caso
entonces a un derecho genérico o básico, "propio de los atribLltos de la persona,
que se proyccta cn toda la Convención Americana". precisando asimismo que
"cada uno de los derechos humanos protcgc un aspecto de [esta] libertad del
individuo". Es claro. entonces. que la Corte Interamcricana no señala que esta
libertad en este sentido amplísimo o genérico es la que debe ser protegida por cl
hábeas corpus. Por el contrario, lo que señala es que la liberlad tutelada por el
artículo 7 (cláusula con contenidos iusllndamentales similares a los previstos en
nuest[o ar1ículo 2, inciso 24 de la Constitución, o en cl artículo 25 de nuestro
Código Procesal Constitucional) es la libertad f isica o corpórea.

9. Como es evidente. la mencionada concepción amplísima de Iibertad personal
puede, con todo rcspeto. tener como consecuencia una "amparización" de los
procesos de hábeas corpus. Por cicrto, es claro que muchas de las concreciones
iusfündamentales inicialmente excluidas dcl hábcas corpus, en la medida qr.rc

debían scr objeto de atención del proceso de amparo, confonnc a csta
conccpción amplísima del objeto del hábeas corpus, ahora deberían ser
conocidas y tutcladas a través del hábeas corpus y no del amparo. En efecto,
asuntos que corresponden a esta amplia libertad, tales corno la libertad de trabajo
o profbsión (STC 3833-2008-AA, ff. ij. 4-7. STC 02235-2004-AA, f. j.2), ta
I ibertad sexual (STC 0 I 575-2007-HC/TC, ff. jj. 23 -26, STC 3 90 l -2007 -llC/TC,
ff.jj. l3-15)olalibcrtadrcproductiva(S1'CHxp.N"02005-2006-PA/TC,f.j.6,
STC 05527-2008-PHC/TC, f. J.2l), c incluso algunos ámbitos qr"re podrían ser
considerados como menos urgentes o incluso banales, como la libcrtad de fumar
(S'l'C lrxp. N" 00032-2010-AUTC, f. j.24), el derecho a la diversión (STC Exp.
N" 0007-2006-PíTC. i. j. 49), o decidir el color en que la propia casa debe ser
pintada (STC Exp. N" 0004-201O-PI/TC, ff . j:. 26-27), merecerían ser
dilucidados a través del hábeas corpus conformc a dicha postura.

I il1ililtiltiil1ililil | llrilltl
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l0.En tal escenario, me parece evidente que Ia situación descrita conspiraría en

contra de una mejor tutcla para algunos dcrcchos fundamentales e implicaría una
decisión de política institucional rrruy desfavorable al mejor posicionamicnto dc
las labores puestas a cargo del Tribunal Constitucional del Perú. Y es que el

diseño urgentísirno y con menos lornralidades procesales previsto para el hábeas
corpus rcsponde, sin lugar a dudas. a que, conforme a la Constitr¡ciiin. este

proccso ha sido ideado para tutelar los derechos fundamentales más básicos y
demandantes de rápida tl¡tela, como es la libertad personal (entend ida como
libertad corpórea) así como otros ár¡bitos de liberlad física equivalentes o
materialmente conexos (corno los fbrmulados en el artículo 25 det Código
Procesal Constitucional).

I 1. Señalado esto, considero que el objeto del hábeas corpus dcbcr scr tan solo el de
la libertad y seguridad personales (en su dimensión física o corpórea).
Asimismo, y tal como lo establece la Constitución, también aquellos derechos
que deban considerarse como conexos a los aquÍ recientemente mencionados. En
otras palabras. sostengo que el Tribunal Constitucional debe mantener al hábeas
corpus como un medio específico dc tutcla al concepto estricto de libertad
personal, el cual. conforme a Io expresado en este texto, no está ligado solo al
propósito histórico del hábeas corpus, sino también a su carácter de proceso
especialmente célere e inflormal, en mayor grado inclusive que el resto de
procesos constitucionales de tutela de derechos.

12. Ahora bien, anotado todo lo anterior, resulta conveniente aclarar, por último,
cuáles son los contenidos de la libertad personal y las posiciorres
iusfundamentalcs quc pucden ser protegidas a través del proceso de hábeas
corpus.

13. 'l'eniendo claro, conforme a lo aquí indicado, que los derechos hrtelados por el
proceso de hábeas corpus son la libertad personal y los derechos conexos con
esta, la Constitución y el Código Procesal Constitucional han dcsarrollado
algunos supuestos que deben protegerse a través dc dicha via. Sobre esa base,

considero que pueden identificarse cuando menos cuatro grupos de situaciones
quc pueden ser objeto de demanda de hábeas oorpus, en razón de su mayor o
menor vinculación a la libcrtad personal.

14. En un primer grupo tendrÍamos los contenidos típicos de la libertad personal, cn
su sentido más clásico de Iibertad corpórea, y aquellos derechos
trad icionalmente protcgidos por el hábeas corpus. No correspondería aquí exigir
aqui la acreditación de algirn tipo de conexidad. pucs no cstá en discusión que el
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proceso más indicado para su protecci(rn es el hábeas corpus. Aqui encontranros,
por ejemplo, e[ derecho a no ser exiliado, desterrado o confinado (25.3

CPConst); el derecho a no scr cxpatriado ni separado del lugar de residencia

(25.4 CPConst ); a no ser detenido sino por mandato escrito y motivado o por

flagrancia (25.7 CPConst); a ser puesto a disposición de la autoridad (25.7

CPConst); a no ser detenido por deudas (25.9 CPConst); a no ser incomunicado
(25.11 CPConst); a la excarcelación del procesado o condenado cuando se

declare libertad (25.14 CPConst); a quc se observe el trámite correspondiente
para la detención (25.15 CPConst); a no ser objeto de desaparicitin forzada

(25. l6 CPConst); a no ser objeto de tratamiento arbitrario o desproporc ionado

en la forma y condiciones del cumplimiento de pena (25.17 CPConst); a no ser

objeto de esclavitud, servidumbre o frafa (2.24.b de la Constitución). De igual

manera. se protegen los derechos al libre tránsito (25.6 CPConst), el derecho a
la integridad (2. I dc la Constitución y 25. I del CPConst)o el derecho a la
seguridad pcrsonal (2.24. de la Constitución).

15. E,n un segundo grupo encontramos algunas situaciones que se protegen por

hábeas corpus pues son materialmcntc conexas a la libertad personal. Dicho son

otras palabras: si bien no están formalmente contenidas en la libertad personal,

cn los hechos casi siempre se trata de casos que suponen una afectaciÓn o

arlrenaza a la libertad personal. Aquí la conexidad se da de forn-ra natural, por lo
que no se requiere una acreditación rigurosa de la misma. En este grupo

podemos encontrar, por ejeniplo, el derecho a no ser obligado a prestar
juramento ni compelido a reconocer culpabiliilad contra sí mismo, cónyuge o

parientes (25.2 CPConst); el derecho a ser asistido por abogado defensor desde

que se es detenido (25.12 CPConst); el dcrccho a que se retire la vigilancia de

domicilio y que se suspenda cl seguimiento policial cuando es arbitrario (25.13

CPConst); cl derecho a la presunción de inocen cia (2.24 Constitución),
supuestos en los que la presencia de una alectación o constrcñimiento físico
parecen evidentes.

16. En un tercer grupo podemos encontrar contenidos que, aun cuando tampoco son

propiamente libertad personal, el Código Procesal Constitucional ha cntendido
que deben protegerse por hábeas corpus toda vcz que en algunos casos puede

verse comprometida la libertad personal de forma conexa. Se trata de posiciones

eventualmente conexas a la libertad personal, entre las que contamos el derccho

a decidir voluntariamente prestar el servicio militar (25.8 CPConst); a no ser

privado del DNI (25.10 CPConst); a obtener pasaporte o renovarlo (25.10

CPConst); el derecho a ser asistido por abogado desde que es citado (25.12

CI'Const); o el dcrccho de los extranjeros a no ser expulsados a su país de

origen, supuesto en que el Código expresamente requiere la conexidad pues solo

| il ililrilllllililll lilllillll
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admite esta posibilidad "(...) si peligra la libertad o seguridad por dicha
expulsión" (25.5 CPConst).

17. En un cuarto y úl1imo grupo tenemos todos aquellos derechos que no son

típicamente protegidos por hábcas corpus (a los cuales, por el contrario, en

principio les corrcsponde tutela a través del proceso de amparo), pero que, cn

virtud a lo señalado por el propio artículo 25 del Código Procesal

Constitucional, pueden conocerse en hábeas oorpus, siempre y cuando se

acredite Ia conexidad con la libertad personal. Evidentcmcnte, el estándar aquí

exigible para la conexidad en estos casos scrá alto, pues se trata de una lista
abierla a todos los demás dcrechos fundanrentales no protegidos por el hábeas

corpus. Al rcspecto, el Código hace ref'erencia al derecho a la inviolabilidad dcl
domicilio. Sin embargo. también encontramos en la jurisprudencia algunos

derechos del debido proceso que entrarían cn este grupo, cotllo son el derecho al

plazo raz.onable o el derecho al non bis in ídem.

18. A rnodo de síntesis de lo recientemente señalado, diré cntonces que, coll

respecto al prirner grupo (los consignados en el apaftado l4 de este texto). no se

exige mayor acreditación de conexidad con la libcrtad personal, pues se tratan de

supuestos en que esta, o sus manifcstaciones, resultan directamente prcxegidas;

mientras que en el úrltimo grupo lo qr.re se requiere es acretlitar debidamente la

concxidad pues. en principio, se trata de árnbitos protegidos por el amparo. Entre

estos dos extremos tenemos dos grupos que, en la práctica, se vinculan casi

siempre a libertad personal, y otros en los que no cs tanto así pero el Código ha

considerado que se protegen por hábcas corpus si se acredita cierta conexidad.

19. Asimismo, en relación con los contenidos iusfundamcntales enunciados,

considero necesario preoisar que lo incluido cn cada grupo es básicamente

descriptivo. No busca pues ser un cxhattstivo relato de las situaciones c¡ue

pueden darse en la realidad y que merecerían ser incorporadas en alguno de

estos grupos.

ESPTNOSA-SALDAÑA BARRERA
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